
Apuntes sobre la trascendencia jurídica del régimen de 
comunicación entre padres e hijos 

Los padres constituyen el centro del núcleo afectivo y de dependencia de sus hijos. El 
rol de aquellos es trascendente en el desenvolvimiento futuro de sus hijos, 
transmitiéndoles señales de aceptación o de rechazo, inculcándoles valores éticos, 
propiciando su socialización y, en definitiva, el desarrollo de su personalidad. La 
existencia de positivas interacciones entre padres e hijos es decisiva en el desarrollo 
ulterior de los menores. O, dicho de otra forma, la dinámica familiar no discurre ajena a 
los hijos, sino que mueve los cimientos de su desarrollo. 

A un niño o a una niña, que disfruta de lazos afectivos y de apego seguro con sus 
progenitores, no se le puede privar del contacto y comunicación con ellos, lo que se 
configura como un derecho del menor, una de cuyas plurales manifestaciones 
normativas se encuentra en el art. 24.3 de la Carta de Derechos Fundamentales de la 
Unión Europea, cuando proclama que: "Todo niño tiene derecho a mantener de forma 
periódica relaciones personales y contactos directos con su padre y con su madre, 
salvo si ello es contrario a sus intereses". 

En el sentido expuesto, la STS 373/2013, de 31 de enero, proclama que: "debe 
asegurarse que tanto la función paterna como la materna estén garantizadas, porque 
ambas funciones precisa el niño para el desarrollo emocional". 

Ahora bien, comunicarse con sus hijos constituye también un derecho de los 
progenitores expresamente reconocido en el art. 94 del CC. Así lo ha establecido el 
Tribunal Constitucional, en su sentencia 176/2008, de 22 diciembre, cuando señala 
que: "[...] debe tenerse presente que la comunicación y visitas del progenitor que no 
ostenta la guarda y custodia permanente del hijo menor de edad se configura por el 
art. 94 del Código Civil como un derecho del que aquél podrá gozar en los términos 
que se señalen judicialmente pero sin que pueda sufrir limitación o suspensión salvo 
"graves circunstancias que así lo aconsejen o se incumplieren grave o reiteradamente 
los deberes impuestos por la resolución judicial". Se trata, en realidad, de un derecho 
tanto del progenitor como del hijo, al ser manifestación del vínculo filial que une a 
ambos y contribuir al desarrollo de la personalidad afectiva de cada uno de ellos". 

En el sentido expuesto, se pronuncia la STEDH, sección 3.ª, de 18 de febrero de 2014, 
caso Fernández Cabanillas contra España, al proclamar que: "El TEDH reitera, a modo 
de premisa, que el disfrute de la compañía mutua por padres e hijos constituye un 
elemento fundamental de la "vida familiar" en el sentido del artículo 8 del Convenio 
(véase, entre otras, Saleck Bardi c. España, nº 66167/09, § 50, 24 de mayo de 2011, y 
R.M.S. c. España, nº 28775/12, § 68, 18 de junio de 2013)".

El menor, como individuo en formación, precisa pues de una protección especial, en 
tanto en cuanto tiene una personalidad en desarrollo que es necesario preservar. En 
este sentido, el art. 2.2, apartados d) y e) de la LO 1/1996, de protección jurídica del 
menor, establece, como manifestaciones de dicho interés, "promover la efectiva 
integración y desarrollo del menor en la sociedad"; "minimizar los riesgos que 
cualquier cambio de situación material o emocional pueda ocasionar en su 
personalidad y desarrollo futuro"; así como la "preparación del tránsito a la edad adulta 
e independiente". En definitiva, quien no puede, por su edad, defenderse por sí mismo, 
ni velar por sus intereses, transfiere tal función a las instituciones públicas y privadas, 
para garantizar que aquellos sean debidamente respetados, y siempre, además, 
previa audiencia de los menores con suficiente juicio, para no ser postergados de las 
decisiones que más directamente les afectan (art. 749 LEC; arts. 158 CC y 752 LEC). 



En el contexto expuesto, no puede extrañar que rija, como verdadero principio de 
orden público, la regla primordial del interés y beneficio de los menores en la adopción 
de las medidas personales y patrimoniales que les afecten. En este sentido, las 
sentencias de las Salas, subrayan que "[e]l interés superior del menor es la 
consideración primordial a la que deben atender todas las medidas concernientes a los 
menores que tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los 
tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos" y que "es uno de 
sus valores fundamentales, y responde al objetivo de garantizar el disfrute pleno y 
efectivo de todos los derechos reconocidos por la convención", con referencia a la 
Convención sobre los Derechos del Niño de Nueva York. 
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